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I. INTRODUCCION: SOBRE EL CONTENIDO DEL CAPITULO PRIMERO
DEL TiTuLO VII DE LA LEY 30/1992 Y MODIFICACIONES RESPECTO
DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 17 DE JULIO DE 1958

1. El Titulo VII de la Ley 30/1992 se dedica a la regulacién de
una materia que reviste extraordinaria importancia dentro del con-
junto de problemas que constituyen el Procedimiento Administrativo
Comun.

Bajo la comun rubrica de «revisién de los actos en via adminis-
trativa», distingue entre revisiéon de oficio (objeto del Capitulo I) y
recursos administrativos (objeto del Capitulo II); se agrupan, pues,
en un Titulo, lo que se lama revisién de oficio, esto es, por decisién
de la propia Administracién, ex officio o por instancia de los particu-
lares, pues una y otra son los dos modos para la revisién de los actos,
como supuestos distintos, pero préximos, de la revisién por la via de
los recursos que la Ley pone a disposicién de los interesados (recur-
sos administrativos).

La ordenacién sistemética de la materia cuyo analisis ahora ini-
ciamos (y el mismo contenido, aunque con variantes que luego seran
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objeto de estudio) sigue la orientacion del Titulo V de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo de 1958, también distribuido en dos capi-
tulos, uno para la revisién de oficio y el otro para los recursos admi-
nistrativos.

Sin embargo, existen variantes en una y otra regulacién, que han
permitido algunas interpretaciones, de las que la mas relevante es la
de entender que tras la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, no esta
abierta la revisién de oficio de los reglamentos que, en consecuencia,
s6lo podran ser eliminados a través de la potestad derogatoria, inhe-
rente a la potestad reglamentaria, o del ejercicio de la via del recurso
jurisdiccional. Sobre esta cuestién volveré in extenso mas adelante.

2. El Capitulo I, ahora comentado, agrupa bajo la comuan ribri-
ca (y concepto) de «revisién de oficio» supuestos cuyo encaje en el
concepto de revisién merece alguna atencién. Por de pronto, y nin-
guna objecién suscita, se comprende bajo la rnibrica comin la revi-
sién de actos nulos y la revisién de actos anulables, esto es, por moti-
vos de legalidad con intensidad suficiente para que se justifique una
eliminacién de los actos, sin seguir las vias de recursos, administrati-
vos o jurisdiccional. Pero, junto a esta modalidad de revisién, se in-
cluye la que llama «revocacién de actos».

Una interpretacién que tuviera muy presente el criterio sistemati-
co o de sede materiae, elemento interpretativo cuya bondad no puede
negarse, conduciria a que la revocacién (la que se regula en el art.
105) es, en el sentido del legislador, una modalidad de revisién de
oficio. Sobre esta cuestién, esto es, la de la revocacién, que no conte-
nia en la LPA de 1958 una regla expresa equivalente a la contenida
hoy en el articulo 105 de la Ley 30/1992, volveré més adelante,

Otra novedad del Capitulo ahora comentado es que se contiene
una regla expresa referida a la revocacién (art. 105.1) que, aunque no
explicita, sf era comun entender implicita, en el correlativo Capitulo I
del Titulo V de la derogada Ley de 1958, y que ahora se contiene en
un articulo (el art. 105) comprensivo de la revocacién {en su aparta-
do 1) y de la rectificacién de los errores materiales existentes en los
actos (en su apartado 2). En su lugar, al comentar el mencionado ar-
ticulo 105, volveremos sobre esta materia.

Otra innovacién de la Ley 30/1992 es la de incluir al regular la re-
visién de oficio de actos nulos (o de los actos anulables) la prevision,
contenida en el nimero 3 del articulo 102, de que las Administracio-
nes Publicas, al declarar la nulidad de un acto, podran establecer, en
la misma resolucién por la que se declara la nulidad, las indemniza-
ciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circuns-
tancias previstas en los articulos 139.2, esto es, la existencia de un
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dario efectivo, evaluable econémicamente e individualizado con rela-
cién a una persona o grupo de personas, y 141.1, esto es, que se trate
de un darfio que el interesado no tenga el deber juridico de soportar.
La introduccién de esta innovacién obedecié a una iniciativa del
Consejo de Estado, que en el Dictamen emitido referido al Antepro-
yecto de la Ley de Régimen Juridico de las Administraciones Publi-
cas y del Procedimiento Administrativo Comun sefialé que era acon-
sejable reforzar el principio de responsabilidad patrimonial de las
Administraciones Publicas derivada del ejercicio de la potestad de
revisién cuando la infraccién no es imputable al eventualmente per-
judicado. La no previsién en el articulo 103 de una regla analoga no
excluye el derecho de indemnizacién en los casos de revisién de ac-
tos anulables, pero si que se deba impulsar de oficio en el procedi-
miento de revisién, pues podra ejercerse la pretensién indemnizato-
ria separadamente con sujecién al régimen sustantivo y procedimen-
tal disefiado en el Titulo X de la mencionada Ley 30/1992 (1).

Tras este comentario introductorio del Capitulo Primero del Titu-
lo VII, paso a continuacién al comentario del articulo 102.

II. REVISION DE ACTOS NULOS: COMENTARIO AL ART{CULO 102

1. El precepto, cuyo comentario ahora iniciamos, tiene su ante-
cedente en el articulo 109 de la Ley de Procedimiento Administrativo
de 17 de julio de 1958. Si confrontamos el actual articulo 102, en su
nimero primero, y el articulo 109 de la derogada Ley anterior, pron-
to se observan dos variantes de singular importancia. Es la primera
que la remisién en el texto actualmente vigente es al articulo 62.1, en
el que trata de los supuestos o causas de nulidad de pleno derecho,
mientras que en el precedente de 1958 la remisién era al articulo 47
in totum. Junto a esta variante de los textos legales, hay otras dos va-
riantes que conviene tener presentes; la primera es que al referirse al
dictamen favorable del Consejo de Estado se anade «u 6rgano con-
sultivo de la Comunidad Auténoma si lo hubiere»; la segunda es que
el comentado articulo 102 se refiere «a los actos ... que hayan puesto
fin a la via administrativa o contra los que no se haya interpuesto re-
curso administrativo en plazo».

2. La variante que acaba de enunciarse en primer lugar no es
mas que una consecuencia del reconocimiento constitucional de las
autonomias de las nacionalidades y regiones y de su potestad de au-

(1) Dictamen nam. 1076/91, de 31 de octubre (RDL, 1991, pags. 42-119).
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toorganizacién. En ejercicio de esta potestad de organizacién, expre-
sién primaria de la autonomia, las Comunidades Auténomas pueden
dotarse de un 6rgano consultivo propio. Sin embargo, conviene re-
cordar que no basta con cualquier érgano consultivo propio, sino
que tal érgano consultivo, para que pueda asumir la funcién exigi-
ble, ha de ser un érgano consultivo previsto en el Estatuto de Auto-
nomia o en Ley equiparable, pero, ademas, ha de tratarse de un 6r-
gano independiente en el sentido de que sus miembros no deben per-
tenecer a la Administracién activa y han de tener un status que
permita un juicio auténomo, pues se requiere de él un juicio consul-
tivo, que requiere un garantizado margen de nivel juridico y de inde-
pendencia respecto de la Administracién consultante. Cumplen estas
exigencias, y por tanto pueden entenderse comprendidos en la men-
cién del articulo 102, los érganos consultivos de Catalufia, Andalu-
cia, Canarias y Valencia, pero tal vez no retina los caracteres sefala-
dos el de Baleares.

Debe tenerse en cuenta, sin embargo, como recordaba el Dicta-
men nim. 792/91, de 3 de octubre, y ha comentado BLANQUER (2),
que la garantia procedimental de la intervencién del 6rgano consulti-
vo en los expedientes de revisién de oficio no deriva sélo de la pre-
ceptividad de la consulta a un érgano consultivo de caracter supe-
rior, sino de la unidad de doctrina en el ejercicio de esta potestad.

3. La segunda de las variantes enunciadas, referida al inciso fi-
nal del num. 1 del articulo 102, no entrafia alteracién respecto del ré-
gimen inmediatamente anterior, pues la redaccién no tiene otro al-
cance que hacer explicito lo que esta implicito en el articulo 109,
pues la revisién de oficio como técnica especial, y en cierto modo ex-
cepcional, de eliminacién de actos incursos en grave ilegalidad opera
sélo cuando el acto ha ganado firmeza, al menos firmeza en via ad-
ministrativa. Otra cosa es si se requiere firmeza jurisdiccional, esto
es, cuando no se ha acudido en tiempo al contencioso-administrati-
vo, o el contencioso ha concluido, plantedndose, tan sélo, duda
cuando la nulidad de un acto esta pendiente de un proceso conten-
cioso-administrativo, en el que se cuestione su ajuste o desajuste por
motivos que entrafarian una nulidad de pleno derecho. Me estoy re-
firiendo, como ha podido colegirse, a si la pendencia de un proceso
contencioso-administrativo que opere sobre el mismo acto objeto de
la revisién de oficio impide el ejercicio de la potestad de revisién. La
cuestién presenta distintos planteamientos, pero parece que cuando
el procedimiento de revisién de oficio y el proceso contencioso-ad-

(2) D. BrLaxquer CRIADO, Consejo de Estado y Autonomiias, Ed. Tecnos, 1994,
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ministrativo tienen por objeto el mismo acto, y se discute la legali-
dad y validez del acto, desde una misma perspectiva de causas o mo-
tivos de nulidad, la pendencia del proceso contencioso-administrati-
vo impide seguir paralelamente un procedimiento de revisién de ofi-
cio, y éste quedara desprovisto de objeto y contenido si el juicio
jurisdiccional aborda, y en su caso resuelve, sobre las causas de nuli-
dad que se hacen valer en el procedimiento administrativo.

La diferencia mas relevante entre el texto anterior (art. 109 de la
LPA de 1958) y el texto actual se centra en si, tras la Ley 30/1992,
estd admitida la revisiéon de oficio de las disposiciones generales,
cuestién que merece una atencién especial, que se hara una vez que
se haya terminado el comentario al articulo 102.

4. El articulo 102, a diferencia del articulo 103, no reserva para
los actos declarativos de derechos el procedimiento de revisién de
oficio por actos nulos.

Sin embargo, pese a que el sentido del articulo 102 de la Ley
30/1992 es claro en que la eliminacién de actos por causa de nulidad
de pleno derecho no se constrifie a los declarativos de derechos, sino
a los actos, sin distincién en orden a los actos favorables y a los actos
de gravamen, pueden encontrarse en la doctrina del Consejo de Esta-
do manifestaciones en torno a que la revisién de actos nulos com-
prende tan sélo a los actos declarativos de derechos. Asi, en el Dicta-
men ndm. 26311, de 9 de junio de 1960, se dice que el procedimiento
de anulacién de oficio de los actos administrativos que regulan los
articulos 109 y ss. de la LPA de 17 de julio de 1958, esta arbitrado
como una técnica de garantia para el supuesto tinico de que tales ac-
tos hayan sido constitutivos de derechos a favor de sujetos determi-
nados, doctrina que se reitera en el Dictamen nim. 25471, de 5 de
noviembre de 1960, y la misma distincién entre actos de gravamen y
actos favorables, a los fines de la revisién de actos nulos, se encuen-
tra en la jurisprudencia, en la que es perceptible que tanto el articulo
109 como el articulo 110 de la Ley de 17 de julio de 1958 configuran
un sistema de eliminacién de actos favorables. SANTAMAR{A PASTOR y
PAREJO ALFONSO, en Derecho Administrativo (La Jurisprudencia del
Tribunal Supremo), destacan que el régimen de la revisién de oficio
descansa sobre la distincién entre actos de gravamen y actos favora-
bles. Cuando el acto restringe la esfera juridica de los ciudadanos no
hay limite para las facultades de revocacién de la Administracién, y
al margen de los procedimientos que establecian los articulos 109 y
110 de la LPA; por el contrario, cuando son declarativos de derechos,
su revocacién sélo puede producirse en las condiciones y con los li-
mites establecidos por la LPA, v hoy de la Ley 30/1992. Pero esta in-
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terpretacion no se ajusta al tenor literal de los mencionados articu-
los, pues, como se ha dicho, cuando los actos —declarativos o no de
derechos— incurran en nulidad de pleno derecho, su eliminacién
por causa de ilegalidad constitutiva de nulidad debe ajustarse a las
prevenciones hoy del articulo 102 de la Ley 30/1992 y, anteriormente,
del articulo 109 de la LPA. Este es el ambito del sistema de revisién
de oficio de actos nulos.

S. El articulo 102 (como anteriormente el art. 109 de la LPA de
1958) (o las Administraciones Publicas, revelando el alcance general
de la revisién de oficio) no resuelve, por si, cual es el 6rgano compe-
tente para iniciar el procedimiento de revisién y, en su caso, declarar
la nulidad. Conforme a la regla general contenida en el articulo 69, la
iniciacién se realizard por acuerdo del 6rgano del que procede el
acto objeto de revisién, bien por propia iniciativa o como consecuen-
cia de orden superior, pero también a peticién razonada de otros 6r-
ganos o por denuncia.

Hay quien ha sostenido que la declaracién de nulidad correspon-
de, en la Administracion estatal, al Ministro del Departamento, cual-
quiera que sea el 6rgano del mismo que dicté el acto nulo, trayen-
do a colacién el articulo 56.2 de la LYCA, que contiene una regla para
declarar la lesividad. Para mi, como declara el Dictamen nim. 54553
del Consejo de Estado, de 21 de marzo de 1990, la revisién de oficio
debe ser decidida, por regla general, por el 6rgano que dicté6 el acto,
esto es, el autor del acto, por si o bien a impulso del superior jerar-
quico, y a salvo de que pueda actuar un 6rgano superior mediante
avocacién de la competencia.

Por lo que se refiere a la Administracién local, la regla contenida
en el articulo 21.2.,j) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, parece que lleva
con naturalidad a la conclusién de que la competencia para declarar
la nulidad corresponde al Pleno, aunque no puede negarse que, en
caso de urgencia, puede decretar el Alcalde la nulidad, dando poste-
riormente cuenta al Pleno, aunque esta competencia no puede enten-
derse mas alla de referirla a los actos del Alcalde.

Sin embargo, no es ocioso recordar que, respecto de los actos de
los Jurados Provinciales de Expropiacién, no cabe la revisién de
oficio en via administrativa por un 6rgano distinto del que los emi-
ti6, segin ha entendido el Consejo de Estado en su Dictamen
nam. 889/1995, de 27 de abril, doctrina que se reitera en el Dictamen
num. 1263/1995, de 21 de diciembre, en los que se reafirma el princi-
pio general de la competencia del 6rgano autor del acto que se pre-
tende revisar, tesis, en el caso, reafirmada por la especial naturaleza
y régimen de los Jurados Provinciales de Expropiacién.
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6. El propio articulo 102 resuelve quién tiene la iniciativa de la
revisién (iniciativa propia o a solicitud del interesado). Es decir, pese
a la diccién del precepto, no se trata de un procedimiento reservado
a la Administracién en el sentido del impulso revisor, sino que puede
actuarse a solicitud (como dice el art. 102 de la Ley actual) o a ins-
tancia (como decia el art. 109 de la LPA de 1958) del interesado. No
creo que la diferencia de términos utilizados en el derogado articulo
109 y en el vigente articulo 102 debilite la posicién juridica del parti-
cular como impulsor del procedimiento de revisién.

La doctrina y la jurisprudencia entendieron bajo la vigencia del
articulo 109 de la LPA, y la tesis se ha sustentado bajo la vigencia del
articulo 102 de la Ley 30/1992, que estos articulos configuran una
verdadera accién de nulidad. Recientemente, el TS en la Sentencia
de 30 de junio de 1995 (Ar. 5972), citando jurisprudencia anterior,
ensefia que en la total inactividad de la Administracién frente a la ac-
cién de nulidad del particular, asi como en los casos de resolucién
expresa denegatoria de la nulidad, sin someterla al tramite del ar-
ticulo 109 (audiencia de los afectados y preceptivo dictamen del
Consejo de Estado), lo procedente, una vez recurridos en via conten-
cioso-administrativa los actos denegatorios, no es el examen directo
de la validez del acto o de la norma o de su pretendida nulidad radi-
cal, sino el ordenar a la Administracién demandada que siga los tra-
mites del articulo 109 y resuelva en consecuencia, salvo que la pre-
tensién careciera con toda evidencia de un fundamento hipotética-
mente razonable (STS 7 de mayo de 1992).

7. La segunda de las reglas del articulo 102, sin precedente ex-
plicito en el articulo 109 de la LPA, se refiere al procedimiento de re-
visién, mediante una llamada al Titulo VI de la 30/1992, que contie-
ne las «disposiciones generales sobre los procedimientos administra-
tivos», y en las que se regula la iniciacién del procedimiento, su
ordenacién, la instruccién, la finalizacién y la ejecucién.

Especial relevancia adquiere en el procedimiento de revisién la
audiencia del interesado, como recordaba el Consejo de Estado en el
Dictamen nim. 42240, de 12 de julio de 1979, y recuerdan otros Dic-
tamenes como el nam. 43017, de 8 de enero de 1981, en el que se
dice que el procedimiento de revisién de oficio obliga-a extremar las
garantias en favor del interesado que, de otra manera, se veria des-
considerada e injustamente desplazado a la posicién de eventual re-
currente, perturbando su actual seguridad juridica.

Junto a la audiencia del interesado, hay que destacar la precepti-
vidad del dictamen del Consejo de Estado, u érgano consultivo de la
Comunidad Auténoma, preceptividad que rige tanto para la revisién

75



JERONIMO AROZAMENA SIERRA

de actos de la Administracion del Estado como de las Administracio-
nes Auténomas y de la Administracién Local. Asi resulta del ambito
subjetivo de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en el que conforme
al articulo 2 se comprenden las Entidades que integran la Adminis-
tracién Local.

Con anterioridad a la citada Ley, la Ley 7/1985, de 2 de abril, re-
guladora de las Bases de Régimen Local, en su articulo 4 incluia en-
tre las potestades de los Municipios y Provincias la potestad de revi-
sién de oficio de sus actos, y el articulo 53 estableci6é que, sin perjui-
cio de las previsiones especificas contenidas en los articulos 65, 67 y
110 de la propia Ley, las Corporaciones locales podran revisar sus ac-
tos y acuerdos en los términos y con el alcance que para la Adminis-
tracién del Estado se establece en la legislacién del Estado regulado-
ra del procedimiento administrativo comuin.

Otra norma de procedimiento, especifica para la revisién de actos
nulos, es la contenida en el ndm. 4 del articulo 102 comentado, a
cuyo tenor, transcurrido el plazo para resolver sin que se hubiera
dictado resolucién, se podra entender que ésta es contraria a la revi-
sién del acto. Se trata de un acto presunto, cuyo régimen hay que
buscar en el articulo 44 de la mencionada Ley 30/1992 (certificacién
de acto presunto).

8. Como recordaba anteriormente, una de las innovaciones in-
troducidas por la Ley 30/1992 es la prevista en el nam. 3 del articu-
lo 102, a cuyo tenor, al declarar la nulidad de un acto, la Administra-
cién podra establecer en la misma resolucién por la que se declara
esa nulidad las indemnizaciones que procede reconocer a los intere-
sados, si se dan las circunstancias previstas en los articulos 139.2 y
141.1 de la misma Ley. Se trata de una garantia con previsién especi-
fica en el régimen de responsabilidad que ahora se hace presente en
el procedimiento de revisién de oficio y que se condiciona a Ja con-
currencia de los presupuestos y requisitos propios del instituto de la
responsabilidad, esto es, que se derive de la anulacién un dafio efec-
tivo, evaluable econémicamente e individualizado y que se trate de
dafios que el particular no tenga el deber juridico de soportar. Se tra-
ta de un incidente surgido o que sobreviene durante el curso de un
procedimiento de revisién. Constituye un episodio surgido en el pro-
cedimiento de revisién, o con ocasién de la potestad de la Adminis-
tracién de revisién de actos incursos en nulidad absoluta, que ha de
resolverse paralelamente al procedimiento principal y cuya efectivi-
dad depende de que se decrete la nulidad del acto, por lo que puede
tramitarse simultineamente o una vez llegado a la conclusién de que
el acto, objeto de la revision, esta incurso en alguno de los supuestos
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de nulidad de pleno derecho que tipifica el articulo 62 de la Ley de
Régimen Juridico de las Administraciones Publicas v del Procedi-
miento Administrativo Comtin. Ha de tratarse de un dafio antijuridi-
co, por lo que, por definicién, quedaréd excluido cuando el acto pre-
suntamente nulo ha surgido por intervencién directa y causalmente
relevante del propio perjudicado; y el dano, ademas, ha de ser real y
efectivo, no bastando que sea potencial o posible; asi como evaluable
econémicamente, lo que significa ser susceptible el dafio de propor-
cionada compensacién con un beneficio econémico o medible en di-
nero; dafio que, ademaés, ha de ser real y efectivo, lo que significa que
se ha de tratar de un dano concretado en el patrimonio del afectado
¥ que no constituya una carga comin que todos los administrados
tengan el deber juridico de soportar.

III. REVISION DE OFICIO DE DISPOSICIONES DE CARACTER GENERAL
INCURSAS EN NULIDAD ABSOLUTA

1. La remisién del articulo 109 al articulo 47, ambos de la LPA
de 17 de julio de 1958 permitié que la doctrina y la jurisprudencia,
en sintonfa interpretativa, admitieran que las disposiciones adminis-
trativas pudieran ser objeto de revisién de oficio, cuando incurrian
en la ilegalidad que dice el segundo de los citados articulos. Una Or-
den posterior, la de 12 de diciembre de 1960, aprobé las normas para
decidir la nulidad de pleno derecho de las disposiciones generales.
Asi lo entendieron los autores (3), el Consejo de Estado (4) y la juris-
prudencia, pudiendo recordarse aqui las Sentencias del Tribunal Su-
premo de 7 de junio de 1982 y de 30 de noviembre de 1984. Pero la
doctrina y la jurisprudencia desarrollaron una linea argumental de
mayor consistencia y vigor que la sola referencia del articulo 109 al
articulo 47, dotandose, como se ha dicho, a la argumentacién para
sostener la tesis de la revisién de los reglamentos incursos en nuli-
dad de pleno derecho (o nulidad absoluta) de una construccién prin-
cipial. En este punto puede recordarse que GARCIA DE ENTERRIA, par-
tiendo de que los reglamentos ilegales son nulos de pleno derecho,

(3) E.GAaRCIADE ENTERRIA y T. R. FERNANDEZ, Curso de Derecho Administrativo, Ed. Ci-
vitas, 1993, tomo I, pags. 193 y ss.

(4) Vv. Dictamenes nim, 42132, dc 13 mayo de 1973; niim. 48698, de febrero de 1986
(pueden consultarse en la obra Resumen de Doctrina Legal, 1979-1991). Dictamen nGim.
70/94, de 3 de marzo (RDL, 1994), en el que se sostiene que la OM de 12 diciembre de
1960, reguladora del tramite para decidir la nulidad de pleno derecho de las disposiciones
administrativas, aunque esté vigente tras Ja promulgacién de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, no contempla la posibilidad de que los particulares insten la revisién de una dis-
posicién administrativa de caracter general.
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sostuvo que la declaracién de nulidad de pleno derecho puede decla-
rarse en cualquier momento a instancia de parte o, incluso, de oficio
por la propia Administracién, de modo que se configura una propia
accién de nulidad en manos del particular afectado, por el cauce de
la revisién de oficio que, a la sazén, regulaba el articulo 109 de la
Ley de Procedimiento Administrativo.

Por lo que se refiere a la Jurisprudencia, el Tribunal Supremo, en
una Sentencia, modelo de excelente argumentacién, de 30 de no-
viembre de 1984 (5), sostuvo la procedencia de la revisién de los re-
glamentos viciados de nulidad absoluta. En esta sentencia el Tribu-
nal Supremo, después de argumentar sobre la base del texto del ar-
ticulo 109 de la LPA de 1958, en relacién con el articulo 47.2 de la
misma Ley, concluye que todo reglamento que rebasa los limites (al
menos los sustanciales) que acantonan el dmbito del ejercicio licito
de la potestad reglamentaria queda incurso en nulidad de pleno de-
recho, y respecto de tales reglamentos tan gravemente viciados opera
la potestad de revisién de oficio, para restablecer el orden juridico
perturbado.

Haciendo referencia a esta jurisprudencia, SANTAMARIA PASTOR y
PAREJO ALFONSO decian que el procedimiento especial de revisién de
oficio consagrado en el articulo 109 es igualmente aplicable a los re-
glamentos. La depuracién de sus ilegalidades interesa especialmente
al ordenamiento juridico, dada la mayor perturbacién que para el
mismo supone su invalidez (6).

La revisién de oficio de las disposiciones generales estaba cons-
truida, bajo la vigencia de la Ley de Procedimiento Administrativo,
en dos lineas argumentales de débil consistencia y un argumento
principal, sustantivo. Es la primera que el articulo 109 en su inciso
final se referfa a los actos enumerados en el articulo 47, tanto, pues,
al nimero uno (actos strictu sensu) como al nimero dos (disposicio-
nes generales), referido, como es sabido, a la nulidad de pleno dere-

(5) La STS de 30 de noviembre de 1984 (Ar. 6560) admite, sin reservas, la revisién de
oficio de disposiciones generales, con una argumentacioén que en cuanto a los principios
sigue siendo valida tras la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

(6) La citada Sentencia de 30 de noviembre de 1984 dice, entre otras consideracio-
nes, lo siguiente: «... con independencia del cauce arbitrado por la Orden de la Presidencia
de 12 de diciembre de 1960... ningtin obstaculo se opone a la procedencia de la accién de
nulidad respecto de los Reglamentos..., dado que seria un contrasentido, situados en el
contexto juridico de la Ley de Procedimiento Administrativo... el estimar imprescriptible
la accién impugnatoria frente a los actos administrativos viciados de nulidad de pleno de-
recho v mantener en cambio la impugnacion frente a normas reglamentarias sujetas al ri-
gor de los plazos preclusivos..., siendo asi que la depuracién de ilegalidades dc los Regla-
mentos, dada la mayor perturbacién para el Ordenamiento Juridico que su invalidez supo-
ne, reclama un tratamiento juridico menos restrictivo» (Vv. J. A, SANTAMARIA PASTOR ¥
L. PAREJO ALFONSO, en Derecho Administrativo. La Jurisprudencia del Tribunal Supremo,
Ed. Centro de Estudios Ramoén Areces, 1989).
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cho de las disposiciones generales incursas en los casos previstos en
el articulo 28 de la Ley de Régimen Juridico de la Administracién del
Estado. Y es la segunda la argumentacién que se asienta en la Orden
Ministerial de 12 de diciembre de 1960, sobre normas procedimenta-
les para decidir la nulidad de pleno derecho, que, propiamente,
como ha recordado PEREZ OLEA (7), no es mas que una norma de
procedimiento a seguir en caso de revision de oficio a instancia de
6rgano de la Administracién distinto del drgano autor de la disposi-
cién objeto de la revisién.

2. El tenor literal del articulo 102 de la Ley 30/1992, que, como
hemos recordado, no remite mas que al articulo 62.1, que, como es
bien sabido, se refiere a la nulidad de los actos, y no a la nulidad de
disposiciones, contemplada en el nimero dos del mismo articulo, y
los datos proporcionados por los debates parlamentarios en que se
presentaron enmiendas al articulo 102, para que se incluyeran en él
como posible objeto de la revisién de oficio las disposiciones genera-
les incursas en nulidad de pleno derecho, enmiendas rechazadas sin
expresar las razones de tal rechazo, ha podido llevar a algunos a sos-
tener que tras la vigencia de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Juridico de las Administraciones Publicas, ya no es posible
la revisién de oficio, quedando como tnica via la impugnacién en
via contencioso-administrativa, una vez que la citada Ley ha supri-
mido la posibilidad de recursos en via administrativa contra las dis-
posiciones administrativas {art. 107.3). Sin dejar de reconocer, en el
marco del articulo 3.°.1 del Cédigo Civil, la importancia, para la in-
terpretacién, de los elementos lingiistico y sistematico, y los inferi-
bles del proceso legislativo, no me parece que la conclusién sea co-
rrecta, pues entran también en todo proceso hermenéutico otros ele-
mentos, inferibles del Ordenamiento y asentados sobre los principios,
que llevan a la conclusién de que la revisién de oficio de disposicio-
nes generales, tras la Ley 30/1992, es posible. Estos elementos princi-
piales estaban muy presentes en la STS de 30 de noviembre de 1984,
que contiene una doctrina que, segin ha dicho GARCIiA DE ENTERRIA,
continiia plenamente vigente tras la citada Ley (8).

En principio, como ya sostuviera LAVILLA (9), la privacién de
efectos de una disposicién general se hace a través de la derogacién,
inherente al poder reglamentario. Pero hay una distincién capital en-

(7) Vv. M. PEREZ OLEA, Nulidad de pleno derecho de disposiciones administrativas,
nim. 34 de esta REVISTA, [961.

(8) E.GarclaDE ENTERRIA y T. R. FERNANDEZ, Curso de Derecho Administrativo, citado.

(9) L. LaviLLA ALSINA, La revision de oficio de los actos administrativos, nim. 34 de
esta REVISTA, 1961.
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tre la eliminacién pura y simple de un reglamento v la eliminacién
por causa de nulidad absoluta o de pleno derecho, en cuanto ésta
implica, por sus efectos ex tunc, una eficacia retroactiva, aunque la
eliminacién de un reglamento ilegal no comporta en si misma la eli-
minacién de los actos consolidados bajo la vigencia del Reglamento
ilegal, aunque con la eliminacién del reglamento se cree, ciertamen-
te, un presupuesto para obtener, por la via del articulo 103 de la Ley
30/1992, su anulabilidad. En principio, los reglamentos nacen a la
vida juridica con vigencia indefinida y afectan a las situaciones o he-
chos que se producen a partir de su vigencia, pues la retroactividad,
en términos de principio, no es predicable de los reglamentos. La de-
rogacién, ciertamente, es la técnica normal, en manos de quien os-
tenta la potestad reglamentaria, para poner fin a la casacién impera-
tiva de un reglamento. Desde la derogacién el reglamento deja de
producir sus efectos, aunque las normas transitorias significan o
pueden significar, en cierto modo, una atenuacién de la eficacia del
reglamento. Puede admitirse que es posible una cierta ultraactividad
de los reglamentos, pero frente a la potestad derogatoria, con efica-
cia retroactiva, se alzan las situaciones juridicas nacidas a su ampa-
ro, de modo que los eventuales favorecidos por el reglamento su-
puestamente ilegal tienen un interés que impide se elimine por la via
de la derogacién y reclama un procedimiento garantista cual es el de
la revision de oficio.

Derogar un reglamento (legal o ilegal) es ejercer la potestad regla-
mentaria, pues, como dice CHAPUS (10), el poder reglamentario des-
hace lo que el poder reglamentario ha hecho. Sin embargo, cuando
se ejerce respecto de reglamentos ilegales, no es s6lo que la Adminis-
tracién pueda derogar el reglamento, sino que debe no sélo inaplicar
los reglamentos ilegales, sino que esta obligada, en aras de la seguri-
dad juridica, a eliminarlos. Asi lo exigen los principios de legalidad y
de seguridad juridica, cuyo relevante vigor proclama el articulo 9.1
de la Constitucion.

En el Derecho francés la revision de los actos puede tener lugar
mediante dos formas: mediante la abrogacién de un acto o regla-
mento o mediante la revocacidn de los actos. La revisién de un regla-
mento nulo reviste, pues, en el Derecho francés, la forma de abroga-
cién, que no es término exactamente sindénimo del de derogacién. La
doctrina del Consejo de Estado francés entiende que: todo reglamen-
to ilegal debe ser abrogado a peticién del interesado o de oficio; que
debe ser abrogado si media peticién del interesado desde el instante
en que se hace tal peticién.

(10) CHAPUS, en Droit Administratif, al tratar de la potestad reglamentaria.
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Si la Administracién tiene el poder de retirar los reglamentos ile-
gales, el contrapunto a este poder-deber es la exigencia de que se siga
un procedimiento garantizador de las posiciones juridicas de los
que, con la eliminacién del reglamento, van a resultar o pueden re-
sultar perjudicados. En esto radica la necesidad de que se siga el
procedimiento de revisién de oficio.

Tras la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, el Tribunal Supremo se
ha ocupado de Ia revisién de oficio de disposiciones generales, al me-
nos, en la Sentencia del 1 de julio de 1995 (Ar. 6208), afirmando que
la revisiéon procede tanto en los supuestos de actos como de disposi-
ciones generales, pero sin embargo en el caso resuelto el régimen
aplicable era el del articulo 109 de la LPA de 17 de julio de 1958. |

Tras la Ley 30/1992, GARCIA DE ENTERRI{A se ha pronunciado cate-
géricamente por la procedencia de la revisiéon de oficio de las dispo-
siciones generales, en el Curso de Derecho Administrativo. Para
GARCIA DE ENTERRIA, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, no pue-
de deducirse modificacién alguna de la situacién precedente, y ana-
de que, reconocida la nulidad absoluta del reglamento ilegal, queda
también reconocida necesariamente, y sin necesidad de texto legal
expreso que lo ratifique, la obligacién de la Administracién de elimi-
nar el reglamento ilegal, en el momento mismo gue advierta su in-
constitucionalidad o su ilegalidad, bien por su propia reflexién al
respecto o bien en virtud de la denuncia que pueda formular ante
ella cualquier persona, cuya solicitud al respecto constituira a la Ad-
ministracién que la recibe en el inexcusable deber de pronunciarse
al respecto, ya que en modo alguno puede considerarse dicha solici-
tud como una peticién meramente graciable. Tras la Ley 30/1992, la
doctrina del Tribunal Supremo (sobre todo, la representada por la
Sentencia de 30 de noviembre de 1984) continda vigente, aunque
el texto actual (el art. 102) presente diferencias con el precedente
(art. 109) (11).

Tras la Ley 30/1992, no conozco otro parecer favorable a la tesis
de que la revisién de oficio de las disposiciones generales no es posi-
ble que el sustentado por GARCIA-TREVIJANO, quien es de opinién que
la citada Ley ha puesto fin a esta revisidon y que el cauce para la eli-
minacién de las disposiciones generales ilegales no es otro que la de-
claracién de lesividad y ulterior proceso contencioso. Acude al argu-
mento literalista de la no inclusién en el articulo 102, bien por via di-
recta o por referencia, de las disposiciones generales, y a los

(11)  Vv. STS de 30 de junio de 1995 (Ar. 5972). Versa sobre una disposicion de carac-
ter general que sc resuelve conforme al articulo 109 LPA de 1958, sin que en su texto se in-
fiera directa o indirectamente que el régimen legal aplicable seria distinto dec ser aplicable
el articulo 102 de la Ley 30/1992.
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antecedentes que proporciona el irer parlamentario de la Ley. Cree
que se esta en presencia de un problema de técnica legislativa, en el
sentido de que lo correcto hubiera sido incluir una norma expresa,
bien para suprimir la potestad revisora de las disposiciones genera-
les, bien para preverla concreta y expresamente. Concluye que la
nueva Ley ha puesto fin a la revisién de oficio de las normas que, en
consecuencia, s6lo podran ser anuladas a instancia de la Administra-
cién por la via de la lesividad (12).

Olvida GARCIA-TREVIJANO, sin embargo, que la solucién de la via
de lesividad encuentra los mismos obstaculos que, a su juicio, impi-
den reconocer la via de la revisién de oficio, pues el articulo 103.2, al
referirse a la lesividad, la contempla tan sélo para los «actos», no
para las disposiciones (13).

La cuestién de la revisién de oficio de las disposiciones genera-
les no ha pasado inadvertida para los comentaristas de la Ley
30/1992. Asi, PEREZ AYALA y SANZ GANDASEGUI (14) se plantean la
cuestién de la revisiéon de oficio de las disposiciones generales y,
después de exponer los argumentos en pro y en contra (en contra, la
restriccién que realiza el articulo 102 en contraposicién con el am-
bito que reconocia el articulo 109 de la LPA; en pro, la no deroga-
cién, expresa o implicita, de la OM de 12 de diciembre 1960), con-
cluyen favorablemente a la tesis de la revisién de oficio de las dispo-
siciones generales.

Tal tesis de la revisibilidad de las disposiciones generales no pare-
ce que pueda sustentarse, al menos de modo principal, en la Orden
de 12 de diciembre de 1960, pues sin dejar de ser un dato en el pro-
ceso hermenéutico, no puede olvidarse que la Orden mencionada
cifie su naturaleza y finalidad a ser una norma de procedimiento a
seguir en caso de revision de oficio de una disposicién de caracter
general a instancia de un 6rgano de la Administracién distinto del
drgano autor de la disposiciéon supuestamente ilegal.

(12) J. A. GARCIA-TREVIIANO, en la obra colectiva Administraciones Publicas y Ciudada-
nos, Ed. Praxis, 1993, pags. 655 y ss.

(13) En efecto, el articulo 103.2 se contrac a la anulacién de actos declarativos de de-
rechos, en un texto coincidente con el del articulo 110.1 de la Ley de Procedimiento Admi-
nistrativo, sin referirse a los reglamentos, por lo que la cuestién, de compartirse el parecer
de Garcia-Treviano de la lesividad de las disposiciones generales, no estaria prevista en el
articulo 103 de la Ley 30/1992. Podria apuntarse otra linea argumental en la idea de que
bajo el concepto de actos no s6lo se comprenden los actos juridicos de contenido concre-
10, sino también los actos que crean normas. Estc es el parecer de F. Garrino Farta, en
Tratado de Derecho Administrativo, vol. 11, Ed. Centro de Estudios Constitucionales, 1982,
Con esta tesis estarian comprendidos tanto en el articulo 102 como en el articulo 103 de la
Ley 30/1992.

(14) En Estudios y Comentarios sobre la Ley de Régimen Juridico de las Administracio-
nes Publicas v del Procedimiento Administrativo Comun, Ed. Ministerio de Justicia y BOE,
1993, tomo I, pags. 661 y ss., y especialmente en pags. 666-667.
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En la tesis favorable a la revisiéon de oficio de las disposiciones
generales se sitdian, razonandola al respecto, GOMEZ FERRER (15) y
ALVAREZ CIENFUEGOS (16), sin razonar en torno al cambio, en este
punto, entre el derogado articulo 109 y el vigente articulo 102.

La cuestién se ha abordado y resuelto por el Consejo de Estado,
que, después de algunas vacilaciones (17), se inclina resueltamente
en favor de la tesis de la revisién de oficio en su importante Dicta-
men num. 524 de 1995, de 30 de noviembre. En el debate de este
asunto en Comisién se sostuvieron dos posiciones contrapuestas. La
mayoria sostuvo que tras la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, no era
posible la revisién de oficio de las disposiciones generales, pero lle-
vado al Pleno triunfé la tesis de la revisién de oficio de los reglamen-
tos ilegales. La inicial postura de la mayoria de la Comisién se sostu-
vo sobre la siguiente linea argumental: a) el articulo 102, a diferencia
del precedente articulo 109, se remite al articulo 62.1 y no al articu-
lo 62.2, que es el referido a las disposiciones de caracter general (a
su nulidad); b) los antecedentes legislativos de la indicada Ley, al su-
primirse en el proyecto la referencia al articulo 62.2, se presentaron
ante el Congreso la enmienda nim. 504 y ante el Senado la enmien-
da num. 435, dirigidas, una y otra, a la inclusién en el ahora articu-
lo 102 de una mencién referida al articulo 62, esto es, también al
nam. 2 del mencionado articulo; las enmiendas no prosperaron, por
lo que el precepto quedé redactado de acuerdo con el tenor literal
que hoy tiene el articulo 102; se entendi6é que el silencio de la Ley
acerca de la llamada accién de nulidad excluye su admisién; ¢) se ar-
gumentaba también que la no procedencia de recurso administrativo
contra los reglamentos constituia un argumento de fuerza para ex-
cluir también la revisién de oficio de las disposiciones generales.

(15) En la obra colectiva La nueva Ley de Régimen Juridico de las Administraciones
Publicas y del Procedimiento Administrativo Comuin, Ed. Tecnos, pags. 289 y ss.

(16) En la obra colectiva Comentario sistemdtico a la Ley de Régimen Juridico de las
Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Comdn, Ed. Carperi, 1993,
pag. 330. Da por supuesto que la revisién de oficio comprende tanto los actos como las
disposiciones generales.

(17) El Dictamen nam. 297/93, de 22 de julio (RDL, 1993), se hace eco de la polémica
acerca de si tras la Ley de 1992 subsiste la revisién de oficio de disposiciones de caracter
general, creada porque el articulo 109 de la LPA 1958 remitia in rotum al articulo 47,
mientras que el articulo 102 de la Ley de 1992 remite explicitamente al articulo 62.1.

El Consejo de Estado en el Dictamen niim. 674/94, de 30 de enero (RDL, 1994), sostuvo
y se aprob6 por la Comisién Permanente que el articulo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, restringe la revisién de oficio por nulidad de pleno derecho a actos administra-
tivos y excluye aplicar esta técnica revisora a las disposiciones reglamentarias, alterando,
asf, la situacién normativa preexistente al amparo de la Ley de Procedimiento Administra-
tivo de 17 de julio de 1958, reconociendo, sin embargo, que las disposiciones reglamenta-
rias aprobadas bajo la vigencia de la LPA de 1958 son susceptibles de ser revisadas de ofi-
cio, aunque el correspondiente procedimiento revisorio se inicie cuando ya esta en vigor la
Ley 30/1992.

83



JERONIMO AROZAMENA SIERRA

En el Pleno del Consejo de Estado al que fue llevado el asunto se
expusieron y debatieron las dos tesis, resultando del debate rechaza-
do el Proyecto de Dictamen y afirmada la tesis de la revisién de ofi-
cio de las disposiciones generales (18). Elaborado un Proyecto de
Dictamen en el sentido expresado en el Pleno, fue aprobado en Ple-
no. La linea argumental de la tesis mayoritaria es la siguiente:

Comienza el Dictamen, después de dejar expuesto el objeto de la
consulta, poniendo de manifiesto que cuando los reglamentos entran
en colisién con Ja Ley, la sancién que el derecho establece por esta
ilegalidad es la nulidad de pleno derecho.

Frente a reglamentos ilegales se infieren dos consecuencias inelu-
dibles, su no aplicacién y depurar el Ordenamiento Juridico median-
te su eliminacién, lo que entrafia deberes inexcusables de la Admi-
nistracién.

La invalidez de los reglamentos reclama un tratamiento no me-
nos restrictivo que el referido a los actos administrativos strictu
sensu.

Es equivocado inferir de las diferencias entre los articulos de la
LPA de 1958 y los de la Ley 30/1992, y del proceso legislativo de esta
Ley, un propdsito de eliminar la via de la revisién de oficio de las dis-
posiciones generales. Si el propésito del legislador hubiera sido eli-
minar la revisién de oficio de las disposiciones, este propésito se hu-
biera formulado expresamente. La supresién de indicada potestad de
revisién no puede construirse desde el silencio.

Un reglamento ilegal, por ser contrario a la ley, esta llamado a ser
expulsado del ordenamiento, por razones institucionales. Frente a la
Ley no pueden subsistir los productos normativos de la Administra-
cién. Se invocan los principios de seguridad juridica, la interdiccién
de la arbitrariedad y el sometimiento de la Administracién a la Ley y
al Derecho, incompatibles con la pervivencia de un reglamento ile-
gal, para sostener la tesis de la revisibilidad.

Hace también una referencia a la Orden Ministerial de 12 de di-
ciembre de 1960 y su no derogacién por la Ley 30/1992.

Examina las categorias de la derogacién y la nulidad y la técnica
inherente de la revisién de oficio v, atendiendo a sus efectos, las exi-
gencias garantistas de la revisién de oficio, para preservar mediante
el procedimiento de revisién la posicién juridica de los ciudadanos.
Precisamente, anade, por el efecto ex tunc de la nulidad de los regla-
mentos debe rodearse su eliminacién, o se exige que la expulsién de

(18) Dictamen nim. 524/95, de 30 de noviembre, Se trata de un Dictamen del Pleno
del Consejo al que se formularon sicte votos en contra, que se tradujeron en un Voto parti-
cular del Consejero Sr. Pérez-Tenessa y otro Voto del Conscjero sefior Jiménez Aparicio, a
los que sc adhirieron los Consejeros sefiores Lavilla, Peces-Barba, De Matco v Vizcaino.
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los reglamentos, por via distinta de la derogacién, se rodee de las
maéaximas garantias inherentes al procedimiento de revision, y entre
ellas la audiencia de los interesados y el dictamen preceptivo y habi-
litante del Consejo de Estado.

Trata a continuacién de las instancias legitimadoras para poner
en marcha el proceso de revision, tanto ex officio como por impulso
de los interesados, que configura como denuncia, o el reconocimien-
to de una facultad de denuncia, o como derecho de peticién, en su
acepcioén rigurosamente juridica.

Y estudia el interés legitimo del accionante, en el caso consulta-
do, que trasciende mas alla de la mera posicién de ciudadano preo-
cupado por la legitimidad de una pieza del ordenamiento juridico,
para configurarlo, aunque no lo haga explicito, como verdadero titu-
lar de una accién.

IV. REVISION DE ACTOS NULOS: COMENTARIO AL ARTICULO 102
(CONTINUACION). EFECTOS INDEMNIZATORIOS

1. Como se ha anticipado en las paginas anteriores, el articulo
102 comentado incorpora, en su nimero 3, una previsién sobre efec-
tos indemnizatorios que obedece a una sugerencia del Consejo de
Estado, en su Dictamen nuim. 1076/91. La previsién de indemniza-
cién es una innovacién de la Ley 30/1992, pues en el precedente ar-
ticulo 109 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio
1958 no se contenia una regla expresa de indemnizacién, si bien no
estaba excluida, y se regiria, en su caso, por los preceptos conforma-
dores y reguladores del instituto de la responsabilidad patrimonial,
contenidos en el articulo 40 de la Ley de Régimen Juridico de la Ad-
ministracién del Estado y los correspondientes de la legislacién lo-
cal, para las Administraciones Locales, que tras la Ley 7/1985, de 2
de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (art. 54), se so-
metia al mismo régimen de la responsabilidad patrimonial de la Ad-
ministracién del Estado y de las Comunidades Auténomas.

El precepto que ahora regula la responsabilidad patrimonial de
las Administraciones Publicas (art. 139 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre) es comin a todas las Administraciones Publicas, y el
mismo ambito objetivo tiene el precepto ahora comentado.

2. Conviene poner de manifiesto que la responsabilidad o dere-
cho a indemnizacién que dice el articulo 102.3 se refiere a los efectos
lesivos que comporte la declaracién de nulidad, pues la responsabili-
dad con origen causal en el acto nulo se rige por el régimen general,
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aunque algunas conexiones se dan, como veremos, entre el supuesto
especifico del articulo 102 y las previsiones normativas contenidas
en los articulos 139, 141 y 142, integrantes, con otros, del régimen
general de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones
Publicas, puesto que en definitiva la previsién normativa del articu-
lo 142.4 también estd contemplando una responsabilidad adminis-
trativa que se hace presente por la anulacién de un acto en via admi-
nistrativa o en via jurisdiccional.

La especialidad del articulo 102.3 es, pues, propiamente procedi-
mental, en cuanto simultdneamente al procedimiento de revisién de
oficio de actos nulos debe instruirse, al modo de incidente procedi-
mental, la pieza de responsabilidad patrimonial.

También, como en los casos del articulo 142.4 de la misma Ley,
no presupone la nulidad el derecho a indemnizacién, pues tienen
que concurrir las circunstancias de que haya originado un dano efec-
tivo, evaluable econémicamente e individualizado con relacién a una
persona o grupo de personas y que el dafo no tenga el reclamante el
deber juridico de soportarlo. Concurrira que tiene el deber juridico
de soportar el dafio cuando es el propio comportamiento del recla-
mante el que, con su conducta antijuridica, ha generado la causa de
nulidad absoluta. Pero si en la produccién del acto ilegitimo no ha
tenido participacién alguna, causal, prevalecera el derecho a indem-
nizacién.

No necesita el eventual perjudicado por la declaracién de nulidad
ejercitar una accién de indemnizacién, pues la instruccién incidental
prevista en el articulo 102.3 debe iniciarse y tramitarse ex officio.

Como hemos recordado anteriormente, el dafio para ser indemni-
zable debe reunir los caracteres que son propios del instituto de la
responsabilidad patrimonial, es decir, antijuridico en el sentido de
que el perjudicado no estd obligado a soportarlo, real y efectivo y
evaluable econémicamente.

V. REVISION DE ACTOS ANULABLES: COMENTARIO AL ARTICULO 103

1. LaLey30/1992, de 26 de noviembre, después de haberse ocu-
pado en el articulo 102 de la revisién de actos nulos, se ocupa en el
articulo siguiente de la revisién de actos anulables. El precepto se
corresponde, con variantes, con el articulo 110 de la Ley de Procedi-
miento Administrativo de 17 de julio de 1958.

La diferencia primera es que en la nueva Ley la revisién de oficio
por la propia Administracién se erige en instrumento primario y
principal para la eliminacién de actos anulables, esto es, incursos en
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grave ilegalidad, pasando el proceso de lesividad a ser una via suple-
toria, en el sentido de que procedera ésta cuando no se den los pre-
supuestos definidos en el articulo 103.2. Es significativa al respecto
la inversién que realiza el articulo 103 respecto del articulo 110 de la
Ley de Procedimiento Administrativo, al regular y configurar la fa-
cultad administrativa revisora antes que la mencién a la lesividad y
asignando a ésta un carécter subsidiario.

La segunda novedad introducida por el articulo 103 es que ha
prescindido del adverbio «manifiestamente», que encierra en si la
idea de que la infraccién se presente con claridad y evidencia, exi-
giendo que la infraccién que habilita para la revisién sea grave (con
gravedad, de manera grave), diferencias de calificaciones que no re-
ducen el ambito de la revisién, sino que excluyen el manejo del bino-
mio grave y manifiesta que se habia impuesto en la interpretacién
del articulo 110.

La tercera novedad, cuya importancia debe hacerse destacar, es
que no sélo la infraccién grave ha de ser de ley, sino que también la
infraccién grave de reglamento habilita para el ejercicio de la potes-
tad de revision.

2. Seialadas las diferencias entre el texto del articulo 110 de la
Ley de Procedimiento Administrativo y el articulo 103 de la Ley de
Régimen Juridico de las Administraciones Publicas y del Procedi-
miento Administrativo Comun, pasamos a comentar el mencionado
articulo 103.

A) El ambito propio sobre el que puede actuarse la potestad de
revision es el de los actos declarativos de derechos, concepto oponi-
ble al de los actos desfavorables o actos de gravamen. El concepto de
actos declarativos de derechos ha de ser entendido en un sentido am-
plio, que comprenda tanto los actos con efectos favorables actuales o
potenciales para su destinatario especifico como los que siendo res-
trictivos para un sujeto entrafian posiciones juridicas de ventaja o fa-
vorables para otros sujetos, quedando excluidos tan sélo, en princi-
pio, los actos de gravamen que encierren en si mismos posiciones de
ventaja para otras personas.

B) Presupuesto para el ejercicio de la potestad de revisién es
que el acto cuya revisién se pretende infrinja gravemente normas de
rango legal o reglamentario. Por infraccién grave ha de entenderse la
que evoca una idea de infraccién de cierta entidad o importancia.

Decia el Consejo de Estado en su Dictamen nim. 447/94, de 21 de
abril, que las causas de revisioén de oficio por via de anulabilidad han
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resultado ampliadas por la nueva diccién del articulo 103.1.a) al con-
templar la infraccién grave (manifiesta en la literalidad del antiguo
art. 110.1 LPA) de normas de rango legal o reglamentario, mientras
que el legislador de 1958 sélo incluyé en dicha via la posible infrac-
cién de leyes.

La gravedad de la infraccién —decia el Dictamen nim. 2067/
1994, de 24 de noviembre— no dependera de las apariencias ni de su
caracter manifiesto. Para que merezca esa calificacién es necesario
que sea relevante, que afecte a los elementos esenciales de la norma
transgredida, alterando sustancialmente la finalidad que con ésta se
persiga, bien sea en su presupuesto o en sus consecuencias.

C) El dltimo de los requisitos, previsto en el articulo 103.1.5) de
la Ley 30/1992, es que la revisién se inicie antes de transcurridos
cuatro afios desde que el acto fuera dictado. Se trata de un plazo de
caducidad y no de prescripcién, como corresponde a la naturaleza
de la accién de revision. El dies a quo del plazo de cuatro afios es el
dia siguiente al que hubiera adquirido eficacia el acto objeto de la re-
visién, por lo que debera tenerse en cuenta no sélo la fecha de notifi-
cacién o de la publicacién, sino cualquier circunstancia que aplace
la eficacia del acto, y como dies ad quem ha de tomarse el referido al
momento en que se inicia el procedimiento de revisién.

VI. LA DECLARACION DE LESIVIDAD COMO PRESUPUESTO
DEL PROCESO DE LESIVIDAD: COMENTARIO AL ARTICULO 103
(CONTINUACION)

La Ley 30/1992, sobre Régimen Juridico de las Administraciones
Publicas y del Procedimiento Administrativo Comtun, ha invertido el
régimen que de la revision de actos anulables se contenia en el ar-
ticulo 110 de la LPA de 1958, puesto que mientras en éste la anula-
cién, acudiendo al proceso de lesividad, se colocaba en primer lugar,
en el texto del vigente articulo 103 la lesividad adquiere un caracter
residual, por cuanto tendra que acudirse a dicha via cuando la anu-
lacién no pueda obtenerse por la via de la revisién de oficio.

El proceso de lesividad es un verdadero y especial proceso judi-
cial, que tiene como presupuesto la declaracién administrativa de le-
sividad. Se trata, se ha dicho, de un presupuesto objetivo del proceso
contencioso-administrativo necesario cuando la Administracién, por
no poder anular por si el acto viciado, pretende su anulacién ante el
orden jurisdiccional contencioso-administrativo. Sin embargo, la de-
claracién de lesividad encuentra en la Ley de la Jurisdiccién Conten-
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cioso-Administrativa, pues en ella se encuentra el régimen de la com-
petencia y la forma referida a la declaracién de lesividad (art. 56), el
plazo aplicable a dicha declaracién en el mismo articulo. Sin embar-
go, la Ley 30/1992 ha establecido el régimen competencial, el formal
y temporal de la declaracién de lesividad, que no se aparta del esta-
blecido en la Ley del proceso contencioso-administrativo. Pero si hu-
biera discrepancias, que no las hay, la Ley prevalente seria la Ley
30/1992, como ley posterior, aunque los articulos citados de la Ley de
la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa no estén comprendidos
en la derogatoria 2.c) de la Ley 30/1992 (19).

VII. SUSPENSION CAUTELAR DEL ACTO OBJETO DE LA REVISION
DE OFICIO: COMENTARIO AL ARTICULO 104

1. El precepto que ahora comentamos introduce respecto de los
procedimientos de revisién de actos nulos o de actos anulables una
medida preventiva o cautelar ordenada a asegurar o no entorpecer
las consecuencias del procedimiento de revisién si en €l se llegara a
la conclusién que el acto objeto de la revisién es nulo, con nulidad
absoluta, o anulable, por ilegalidad grave. Son notas que caracteri-
zan a la indicada medida cautelar la de tener un caracter instrumen-
tal y de provisionalidad, en cuanto condicionada al resultado del
procedimiento de revision.

La formulacién normativa de la indicada medida cautelar es una
innovacién introducida por la Ley 30/1992, aunque bajo la Ley de
Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958 pudo llegarse a
pareja conclusién acudiendo a la aplicacién analégica de su articu-
lo 116, que, como es sabido, establecié en conexidn inmediata con la
interposicién de un recurso la potestad del 6rgano competente para
resolverlo de suspender la ejecucién del acto recurrido.

2. Puede entenderse de la correcta interpretacién del menciona-
do articulo 104 que la indicada medida cautelar, de sentido suspensi-
vo, es aplicable tanto en los supuestos de nulidad de pleno derecho
como en los de anulabilidad, incluso en el procedimiento para la de-
claracién de lesividad, que dice el articulo 103.2, si bien en este caso
la suspensién por decisién administrativa queda limitada al tiempo
en que el procedimiento esti a la disposicién de la Administracién,

(19) Es sabido que actualmente existe un Proyecto de Ley Reguladora del Proceso
Contencioso-Administrativo, en el que no se incluye precepto alguno cquivalente referido
a la declaracioén de lesividad.
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pues alcanzada la fase jurisdiccional propia del proceso de lesividad,
es el Juez o Tribunal competente el que asume en exclusiva la potes-
tad de suspensién, para lo cual la Administracién que insta el proce-
so de lesividad tendra que plantear ante el érgano jurisdiccional el
incidente propio de la suspensién cautelar del acto recurrido, a tenor
de lo previsto en el articulo 122 de la Ley de la Jurisdiccién Conten-
cioso-Administrativa.

El sentido del precepto comentado permite entender que la
procedencia de la medida cautelar requiere que, de no hacerlo,
puedan causarse perjuicios de dificil o imposible reparacién, ya
se trate de intereses ptblicos o de intereses privados. La califica-
cién de los perjuicios como de imposible o dificil reparacién deja
un margen amplio a la interpretacién del precepto, que seguira
una linea interpretativa paralela a la del articulo 122 antes citado.
La resolucién incidental de suspensién ha de proceder del 6rgano
competente para la iniciacién y seguimiento del procedimiento de
revision. El acto de suspensién ha de ser motivado y es suscepti-
ble de recurso administrativo o, en su caso, jurisdiccional, auté-
nomo respecto del acto que ponga fin al procedimiento de revi-
sioén.

Conviene, por ultimo, recordar que el contenido del articulo 104
no coincide con el contenido del articulo 111, por lo que no seria, a
mi juicio, acertado traer al ambito del precepto ahora comentado
toda la potencialidad que, respecto de la suspensién de la ejecucién
por la interposicién de un recurso, se contiene en el articulo 111 de
la Ley comentada.

VIII. REVOCACION DE ACTOS: COMENTARIO AL ARTICULO 105

1. El articulo cuyo comentario ahora iniciamos contiene dos re-
glas con previsiones bien diferenciadas, aunque una y otra se presen-
ten bajo la denominacién genérica de revocacién de actos. La prime-
ra (la del nam. 1), la propiamente de revocacién de actos, que se in-
cluye en un capitulo titulado, como sabemos, de revisién de oficio; y
la segunda (la del nam. 2), de rectificacién de errores.

De la comparacién entre el texto del actual articulo 105 vy los
precedentes de la Ley de 17 de julio de 1958, pronto se advierte que
frente a esta Ley, que reconocia la rectificacién de errores materia-
les o de hecho y los aritméticos, la Ley actual, en su articulo 105,
contiene dos reglas, una referida a la revocacién de los actos, pre-
suntos o expresos, no declarativos de derechos y los de gravamen,
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en los términos antes indicados, y otra a la rectificacion de errores
materiales. Tal regla, en lo que se refiere a la revocacién, se incluyé
en el texto acogiéndose la sugerencia del Consejo de Estado, en
cuyo dictamen se dijo que, dejando al margen las tradicionales dis-
putas terminoldgicas y conceptuales, podria ser conveniente intro-
ducir en el Anteproyecto una regulaciéon de la revocacién y de la
anulacién (para algunos revocacién) por ilegalidad sobrevenida, fi-
guras de las que se ha destacado la falta de una regulacién general
en la Ley de Procedimiento Administrativo (aunque algunos vesti-
gios hay en su Exposicién de Motivos y en el art. 112). De esta regu-
lacién —seguia diciendo el Consejo de Estado— serian parte central
los supuestos de revocacién (o de revisién) y las garantias de los in-
teresados (audiencia, intervencién del Consejo de Estado y régimen
de indemnizacién, en su caso).

2. Si atendemos al argumento, de sede materiae, segin una in-
terpretacién sistematica, la revocaciéon que ahora estudiamos es una
modalidad de revisién, diferenciada de las previstas en los articu-
los 102 y 103, por referirse a actos no declarativos de derechos y a
los de gravamen (ya hemos dicho anteriormente que la revisién de
actos nulos regulada en el art. 102 no se constrifie en su literalidad a
los actos declarativos de derechos). Podria verse aqui una cierta con-
tradiccién entre el articulo 102 y el articulo 105, pues del primero se
infiere que la revisién de actos nulos, sean o no declarativos de dere-
chos, su eliminacién por razones de ilegalidad, por nulidad absoluta,
sélo puede obtenerse mediante el procedimiento de revisién, mien-
tras que en la inteligencia del articulo 105 la eliminacién de actos
nulos, no declarativos de derechos, puede hacerse a través de la téc-
nica llamada de revocacioén.

Para el ejercicio de la potestad de revocacién, debe acudirse al
procedimiento general regulado en el Titulo VI de la Ley 30/1992. No
se requieren en el precepto comentado, respecto a los limites de la
revocacioén, otros condicionamientos mas que el acto a revocar no
sea declarativo de derechos o bien que se trate, pura y estrictamente,
de un acto de gravamen, y que la revocacién no sea contraria al Or-
denamiento Juridico.

Dentro de las posibilidades de revocacién que brinda el articulo
105 comentado se comprende tanto la revocacién por ilegalidad, ori-
ginaria o sobrevenida, como la eliminacién del acto por razones so-
brevenidas que hacen a posteriori improcedente el acto, originaria-
mente legitimo. Sin embargo, cuando la improcedencia del acto obe-
dece a causas o circunstancias sobrevenidas, por ejemplo por que se
adoptasen nuevos criterios de interpretacién del interés publico, la
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eliminacién del acto por razones de oportunidad del acto, sélo po-
dria revocarse mediando la oportuna indemnizacién (20).

El Consejo de Estado, en su Dictamen 43184, de 11 de junio de
1981 (21), dice que cuando el articulo 111 de la Ley de Procedimien-
to Administrativo (hoy art. 105.2 de la Ley 30/1992) dispone que en
cualquier momento podra la Administracién rectificar los errores
materiales o de hecho o aritméticos, se esta refiriendo, sin ninguna
duda, a los errores que la doctrina, desde SAVIGNY, denomina «erro-
res obstativos», que se producen siempre que una declaracién de vo-
luntad no coincide con el sentido exacto de la voluntad misma que se
quiere expresar. Son errores de expresion, equivocaciones gramatica-
les o de calculo que vienen a decir algo distinto de lo que inequivoca-
mente se ha pretendido decir: el lapsus, la errata, el nombre equivo-
cado, la omisién involuntaria, el error en la suma de cantidades, son
los ejemplos mas frecuentes. Unicamente a este tipo de errores, y no
a los que vician la voluntad, in re, in persona, in causa, puede aplicar-
se el procedimiento expeditivo del articulo 111 que permite a la Ad-
ministracién rectificarlos sin mas, en cualquier momento. No se tra-
ta de anular ningun acto o resolucién, sino simplemente de recon-
ducirlo a los propios términos en que debidé ser pronunciado,
subsanada la equivocacién padecida al expresarlo.

IX. LIMITES A LA REVISION DE OFICIO: COMENTARIO AL ARTICULO 106

El articulo 106, iltimo de los que integran el Capitulo I del Titu-
lo VII, contiene una regla de cierre del sistema, a cuyo tenor las fa-
cultades de revisién (todas las reguladas en el Capitulo) no podran
ser ejercitadas cuando, por prescripcién de acciones, por el tiempo
transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario
a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las
leyes.

El texto del comentado articulo 106 se corresponde, sin variantes
dignas de mencién, con el articulo 112 de la Ley de Procedimiento
Administrativo. Tal vez la Gnica variacién digna de mencién es que
establece como referencia para limitar el ejercicio de la potestad de
revisién la buena fe, principio en inmediata relacién con el de con-
fianza legitima, cuya trascendencia opera también en otros ambitos,
como el de la responsabilidad patrimonial de la Administracién, se-

(20) Sobre la revocacion de los actos administrativos, Vv. La revoca degli atti ammi-
nistrativi, de R. REsTA, Ed. Bulzoni, 1972, y La revocacién de los actos administrativos en el
Derecho espariol, de J. M. SALA ARQUER.

(21) Resumen de Doctrina Legal, 1979-1991.
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gin la doctrina primeramente acuiiada en la jurisprudencia del Tri-
bunal de Justicia de las Comunidades Europeas. La limitacién esta-
blecida en el mencionado articulo 106 opera respecto de todas las
formas de revisién, esto es, la revisiéon de oficio de actos nulos, la re-
visién de actos anulables y la revocacién de actos. Una cuestiéon que
ahora se presenta es si la limitacién establecida en el articulo 106
opera también para la anulacién de los actos declarativos de dere-
chos por la via de la lesividad. Bajo la vigencia del articulo 112 de la
Ley de 17 de julio de 1958, el Tribunal Supremo entendié, en la Sen-
tencia del 4 de julio de 1964, que la limitacién establecida en el ar-
ticulo 112 de la Ley de Procedimiento Administrativo no impide a la
Administracién la declaracién de lesividad y la impugnacién ante la
jurisdiccién contencioso-administrativa cuando el acto infrinja la ley
y cause un perjuicio. No parece que bajo la Ley nueva pueda estable-
cerse esta excepcién, dados los términos amplios con que se pronun-
cia el articulo 106. A este argumento puede anadirse que la Ley Or-
ganica del Poder Judicial establece una llamada a la buena fe, y al li-
mite inherente al ejercicio de las acciones para todas las partes,
también para la Administracién y, desde luego, para la Administra-
cién accionante, que resulta del articulo 11 (abuso del derecho y
fraude de ley).

93






	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 140 Mayo-Agosto 1996
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	SUMARIO
	ESTUDIOS
	F. Garrido Falla. La administrativización de la gestión de la Seguridad Social. Con una alusión al «Estado de bienestar»
	S. Martín-Retortillo Baquer. Reflexiones sobre la «huida» del Derecho administrativo
	J. Arozamena Sierra. Comentario al Capítulo Primero del Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, arts. 102 al 106
	J. C. Cassagne. El resurgimiento del servicio público y su adaptación en los sistemas de economía de mercado. Hacia una nueva concepción
	J. Prieto de Pedro. La exigencia de un buen lenguaje jurídico y estado de derecho
	J. Cid Moliné. Garantías y sanciones. Argumentos contra la tesis de la identidad de garantías entre las sanciones punitivas

	JURISPRUDENCIA
	Comentarios monográficos
	E. Arimany Lamoglia y E. Pich Frutos. Las Diputaciones Provinciales y su función como entes de auxilio a los municipios. Confirmación jurisprudencial. Comentario a la sentencia del Tribunal Supremo de 29 de noviembre de 1995

	Notas
	T. Font i Llovet y J. Tornos Mas. Contencioso-administrativo: En general
	R. Entrena Cuesta. Contencioso-administrativo: Personal


	CRÓNICA ADMINISTRATIVA
	España
	J. A. Montilla Martos. Las leyes orgánicas de transferencia en el proceso de homogeneización competencial
	C. Aprell Lasagabaster. El nuevo Reglamento de la Ley Orgánica 7/1985, de J de julio, sobre Derechos y Libertades de los extranjeros en España. Real Decreto 155/1996, de 2 de febrero

	Extranjero
	C. Alonso García. La política medioambiental comunitaria y el significado de la aprobación del Tratado de la Unión Europea para la misma
	M. Cueto Pérez. Los derechos de los ciudadanos en el código de procedimiento administrativo portugués
	G. García Álvarez. Presunción de falta y responsabilidad por la prestación de servicios sanitarios: la aplicabilidad en España de la experiencia francesa
	M.ª T. Vadrí i Fortuny. Los principios generales de distribución de competencias en el sistema francés de protección del medio ambiente. La «Loi n.° 95-101, du 2 fevrier 1995, relative au renforcement de la protection de l™environnement»


	BIBLIOGRAFÍA


